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ACCIÓN DE TUTELA NO. 110013105033 2020 00459 00 

ACCIONANTE Nilfarides Fontalvo de la Cruz DOC. IDENT. 26.825.371869 
ACCIONADA UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS 

DERECHO(S) 
PETICIÓN, IGUALDAD, DEBIDO PROCESO, REPARACIÓN INTEGRAL, VIDA 
DIGNA, MÍNIMO VITAL 

PRETENSIÓN 

Que se ordene a la accionada responder la petición elevada por la accionante 
el treinta (30) de septiembre de 2020 en la cual solicita se le asigne la Ruta 
Priorizada para el pago de la indemnización administrativa a que tiene 
derecho, de acuerdo con lo contemplado en la Resolución 1049 de 2019, 
Artículo 4, literal B. “Enfermedad. Tener enfermedades huérfanas, de tipo 
ruinoso, catastrófico o de alto costo, definidas como tales por el Ministerio de 
Salud y Protección Social.”  

 
 

Bogotá, D.C., dieciocho (18) de diciembre de dos mil veinte (2020). 
 

A N T E C E D E N T E S 
 
NILFARIDES FONTALVO DE LA CRUZ, actuando en nombre propio presentó solicitud 
de tutela contra UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS 
VÍCTIMAS, invocando la protección de sus derechos fundamentales de Petición, 
Igualdad, Debido Proceso, Reparación Integral, Vida Digna y Mínimo Vital, los 
cuales considera vulnerados por cuanto la entidad no ha dado respuesta favorable a su 
petición del 30 de septiembre de 2020 en la cual solicita se le asigne la Ruta 
Priorizada para el pago de la indemnización administrativa a que tiene derecho, de 
acuerdo con lo contemplado en la Resolución 1049 de 2019, Artículo 4, literal B. 
“Enfermedad. Te.   
 
Para fundamentar su solicitud, la accionante relata los siguientes: 
  
 

I. HECHOS. 
 

1. Que como consecuencia de la declaración que rindió el 4 de junio de 2015, fue 
incluido junto con su núcleo familiar en el RUV de la UARIV, con el FUD/CASO 
BF000192869. 
 

2. Que el hecho victimizante por el que fue incluido fue “Desplazamiento Forzado”, en 
los términos del Art. 2 de la ley 387 de 1997. 

 
3. Que él y su núcleo familiar se encuentran en una precaria situación económica, toda 

vez que no cuenta con trabajo ni alguna clase de renta para sufragar la subsistencia 
del hogar, por lo que requiero de su asistencia para poder atender sus obligaciones 
básicas. 

 
4. Que la ley 1448 de 2011 dispone que, atendiendo a su condición de víctima del 

conflicto armado en los términos del artículo 3, también tiene derecho al 
reconocimiento y pago de su indemnización administrativa. 

 
5. Que, radicó petición ante la UARIV el 30 de septiembre de 2020 anexando certificado 

médico del 17 de septiembre de 2020 acreditando que tiene diabetes y luxación de 
hombro derecho, es decir, que posee una situación de urgencia manifiesta o extrema 
vulnerabilidad; toda vez que padece varias de las enfermedades que menciona el 
literal B, del artículo 4 de la Resolución 1049 de 2019. 
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6. Que, por lo anterior, solicitó a la UARIV se le asigne Ruta Priorizada, por la patología 
que se le ha diagnosticado, de conformidad con el literal b), del artículo 4 de la 
Resolución 1049, “Tener enfermedad(es) huérfanas, de tipo ruinoso, catastrófico o de 
alto costo, definidas como tales por el Ministerio de Salud y Protección Social.” 

 
7. Que, la respuesta de la accionada consistió en indicarle que mediante Resolución No. 

04102019-485604, se reconoció en su favor, indemnización administrativa por el 
hecho victimizante de “Desplazamiento Forzado”, y aplicar el Método Técnico de 
Priorización, con el fin de disponer el orden de entrega de la indemnización. 

 
8. Que la UARIV está desconociendo que la enfermedad diagnosticada al accionante se 

encuentra dentro de las contempladas en el literal b), del artículo 4 de la Resolución 
1049, “Tener enfermedad(es) huérfanas, de tipo ruinoso, catastrófico o de alto costo, 
definidas como tales por el Ministerio de Salud y Protección Social”. 

 
 
II. INTERVENCIÓN DE LA ACCIONADA. 

 
Admitida la tutela, de ella se dio traslado a la entidad accionada a fin de que ejerciera el 
derecho de defensa, solicitándole informara sobre la petición impetrada por el (la) 
accionante, frente a lo cual guardó silencio, en consecuencia, se dará aplicación al 
contenido del artículo 20 del Decreto 2591 de 1991, en el sentido de tener por ciertos 
los hechos narrados en la tutela. 
 

 
III. PROBLEMA JURÍDICO. 
 
Corresponde al despacho determinar si existe violación al derecho fundamental de 
PETICIÓN de la accionante, tal y como lo plantea en el escrito de tutela. 
 
Así mismo, es del caso establecer si es la Acción de Tutela el mecanismo idóneo para 
resolver la solicitud de NILFARIDES FONTALVO DE LA CRUZ. 
 
Con lo anterior se procede a resolver previas las siguientes; 
 

 
C O N S I D E R A C I O N E S 

 
Conforme al art. 86 de la Constitución Política y el Decreto reglamentario de la acción de 
tutela (art. 1º. del mencionado Decreto), ésta procede contra la acción u omisión de las 
autoridades públicas y de los particulares, sobre estos últimos, según lo establece la ley 
(art. 42 del mismo Decreto) que vulneren o amenacen cualquiera de los derechos 
constitucionales fundamentales y que el afectado no disponga de otro medio de defensa 
judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 
irremediable.  
 
Establece por previsión supra legal la concepción de la acción de tutela, un instrumento 
jurídico que permite brindar a cualquier persona, sin mayores requisitos de orden formal, 
la protección específica e inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, 
cuando se ven vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad 
pública o de un particular en los términos que le señale la ley, siempre que para la 
protección del derecho que busca el amparo de tutela no exista otro mecanismo de 
defensa judicial para protegerlo, o existiendo, al ejercitarse la acción se pretenda evitar 
un perjuicio irremediable, para lo cual su procedencia sería posible como mecanismo 
transitorio dada su inmediatez para la protección del derecho constitucional violado. 
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Además, el Decreto 306 de 1.992, por medio del cual se reglamenta el 2591 referido, 
establece en su artículo 2º que la acción de tutela protege exclusivamente los derechos 
constitucionales fundamentales y que no puede ser utilizada para hacer cumplir las leyes, 
los decretos, los reglamentos o cualquier otra norma de categoría inferior, como así lo 
tiene interpretado y definido la jurisprudencia reiterada de nuestro máximo Tribunal 
(Corte Constitucional) de la jurisdicción de tutela. 
 
El juez de tutela está instituido para la guarda de los derechos fundamentales, por esa 
razón se ha reiterado que incluso no es necesario que en forma particular se indique la 
vulneración de algún precepto, considerando que si al efectuar el análisis de la 
controversia que le es planteada, encuentra quebrantado alguno de los principios de 
orden constitucional, deberá adoptar las medidas tendientes a garantizar la guarda del 
derecho que encuentre conculcado, si la situación fáctica como las pruebas que 
sustentan la acción dan cuenta de ello, o incluso si la acción de tutela está dirigida a 
obtener el amparo de otro derecho que no es el que se afirma vulnerado.  
 
 
DEL PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD COMO REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD DE 
LA ACCIÓN DE TUTELA 
 
Como bien es sabido, la acción de tutela fue creada como un mecanismo cuya finalidad 
es garantizar la protección de los derechos fundamentales de las personas que están 
siendo vulnerados o amenazados. Dicha acción tiene un carácter residual, en tanto que 
la misma procede únicamente ante la inexistencia o ineficacia de otros mecanismos 
judiciales que contrarresten la inminente vulneración de los derechos fundamentales de 
las personas. (Sentencia T-132 de 2006).  
 
Bajo este postulado, el inciso 4ª del Art. 86 de la C.P. establece que “esta acción solo 
procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo 
que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 
irremediable”. (Subrayado fuera de texto).  
 
A su vez, Art. 6 del Decreto 2591 de 1991 establece que dicha acción será improcedente 
cuando existan otros medios de defensa judiciales como arriba se mencionó, no 
obstante, esta acción será procedente excepcionalmente, siempre y cuando dichos 
medios no resulten eficaces para salvaguardar los derechos fundamentales del 
accionante. Para tal efecto, el Juez constitucional deberá analizar el caso en concreto con 
la finalidad de determinar la eficacia de los medios de defensa judicial existentes y las 
circunstancias específicas en que se encuentra el accionante para invocar la protección 
de sus derechos a través de la tutela.  
 
En tal sentido, la acción de tutela procede como mecanismo principal y definitivo de 
protección de los derechos fundamentales cuando el accionante ha acreditado que no 
cuenta con otros medios de defensa judicial, o que, existiendo, estos no resultan idóneos 
para resguardar los derechos fundamentales presuntamente vulnerados o amenazados 
(Sentencia T-079 de 2016). De presentarse dicho evento, el Juez Constitucional deberá 
evaluar las circunstancias específicas en las que se encuentra el accionante, para 
determinar si en el caso en concreto los medios existentes resultan ineficaces para la 
protección de sus derechos.  
 
Por su parte, esta acción constitucional procede como mecanismo transitorio en aquellos 
casos en los que, pese a existir otros medios de defensa alternativos, el accionante busca 
evitar la consumación de un perjuicio irremediable, caso en el cual la orden de tutela 
tendrá efectos temporales y producirá efectos hasta tanto la autoridad competente 
decida de fondo el respectivo caso.  
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De tal manera, se tiene entonces que existen dos excepciones al requisito de 
subsidiariedad de la acción de tutela (Sentencia T-029 de 2017), una de las cuales se 
encuentra estrechamente ligada con la existencia de un perjuicio irremediable.  
 
Así pues, en cuanto a la naturaleza de este perjuicio y cómo identificar la existencia del 
mismo en un determinado caso, la Corte Constitucional ha establecido las características 
propias de esta figura de la siguiente manera:   
 

“(i) inminente, es decir, por estar próximo a ocurrir, (ii) grave, por dañar o 
menoscabar material o moralmente el haber jurídico de la persona en un grado 
relevante, (iii) que requiera medidas urgentes para conjurarlo; y (iv) que la acción 
de tutela sea impostergable a fin de garantizar el adecuado restablecimiento del 
orden social justo en toda su integridad”. (Sentencia T- 538 de 2013.)  

 
Para tales efectos, la Corte dispone que el Juez Constitucional debe realizar un juicio de 
procedibilidad de la acción, el cual deberá ser menos estricto cuando el accionante sea 
un sujeto de especial protección. De tal manera lo ha dispuesto al establecer que “existen 
situaciones especiales en las que el análisis de procedencia de la acción debe desatarse 
de manera más amplia y permisiva, en atención a la especial naturaleza de las personas 
que solicitan la protección de sus derechos constitucionales fundamentales” (Sentencia 
T-515 de 2006) (Subrayado Fuera de Texto).  
 
Así pues, al momento de realizarse el juicio de procedibilidad, se deberán analizar las 
condiciones específicas del accionante como sujeto de especial protección, con miras a 
flexibilizar las reglas generales de procedibilidad de la acción de tutela contempladas en 
el Decreto 2591 de 1991.  (Sentencia T-206 de 2013) 
 

“Esta Corte ha manifestado que si bien los jueces de tutela deben ser estrictos 
en la aplicación de estos requisitos, para efectos de hacer valer el carácter 
subsidiario de la acción de tutela, existen situaciones en las que el análisis de 
procedibilidad de la tutela se debe efectuar en forma más amplia -esto es, 
menos estricta-, dada la naturaleza de las personas que solicitan amparo para 
sus derechos fundamentales: se trata de los casos en que estén de por medio 
los derechos de cualquiera de los sujetos de especial protección 
constitucional, tales como niños, mujeres cabeza de familia, ancianos, 
miembros de minorías o personas en condiciones de extrema pobreza. En 
tales situaciones, los jueces deben estudiar las características del perjuicio 
irremediable arriba explicadas con un criterio de admisibilidad más amplio, para 
así materializar, en el campo de la acción de tutela, la particular atención y 
protección que el Constituyente otorgó a estas personas, dadas sus condiciones 
de vulnerabilidad, debilidad o marginalidad.” (Sentencia T-015 de 2006) 
(Subrayado y negrilla fuera de texto).  

 
Para realizar dicho análisis, el Juez de Tutela, tendrá que tener en cuenta que este 
mecanismo se encuentra revestido de un carácter residual y subsidiario, para garantizar 
una protección inmediata de los derechos fundamentales cuando no exista otro medio 
de defensa eficaz para salvaguardar el derecho, o cuando esta se interponga como 
mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. (Sentencia T-336 de 2009)  
 
De tal forma se tiene la acción de tutela procede de manera excepcional en los siguientes 
casos (Sentencia T-336 de 2009):  
 

“i) Cuando los medios ordinarios de defensa judicial no sean lo suficientemente 
idóneos y eficaces para proteger los derechos presuntamente conculcados o 
amenazados.  
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ii) Cuando a pesar de que tales medios de defensa judicial sean idóneos, de no 
concederse la tutela como mecanismo transitorio de protección, se produciría un 
perjuicio irremediable a los derechos fundamentales.  
 
iii) Cuando el accionante es un sujeto de especial protección constitucional 
(personas de la tercera edad, personas discapacitadas, mujeres cabeza de familia, 
población desplazada, niños y niñas) y por tanto su situación requiere de particular 
consideración por parte del juez de tutela”10. (Subrayado y negrilla fuera de texto). 

 
 
DEL PRINCIPIO DE INMEDIATEZ COMO REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD DE LA 
ACCIÓN DE TUTELA  
 
Menciona la jurisprudencia de la Corte Constitucional que al analizar el requisito de 
inmediatez de la acción de tutela por la inminencia de un perjuicio irremediable tal 
componente debe ponderarse bajo el criterio del plazo razonable y oportuno, tal como 
lo expresa entre otras en la sentencia T 245 de 2015 en los siguientes términos:   
 

“La inmediatez es un principio orientado a la protección de la seguridad jurídica y 
los intereses de terceros, y no una regla o término de caducidad, posibilidad 
opuesta a la literalidad del artículo 86 de la Constitución. La satisfacción del 
requisito debe analizarse bajo el concepto de plazo razonable y en atención a las 
circunstancias de cada caso concreto. Esa razonabilidad se relaciona con la 
finalidad de la acción, que supone a su vez la protección urgente e inmediata de 
un derecho constitucional fundamental. (…)  
 

i. La acción de tutela sería procedente cuando fuere promovida transcurrido 
un extenso espacio entre el hecho que generó la vulneración, siempre que:  

 
ii. Exista un motivo válido para la inactividad de los accionantes, por ejemplo, 

el estado de indefensión, interdicción, abandono, minoría de edad, 
incapacidad física, entre otros;  

 
iii. La inactividad injustificada vulnere el núcleo esencial de los derechos de 

terceros afectados con la decisión;  
 

iv. Exista un nexo causal entre el ejercicio inoportuno de la acción y la 
vulneración de los derechos de los interesados; o  

 
v. Cuando se demuestre que la vulneración es permanente en el tiempo y 

que, pese a que el hecho que la originó es muy antiguo respecto de la 
presentación de la tutela, la situación desfavorable del actor derivada del 
irrespeto por sus derechos continúa y es actual.”  

 
 
DERECHOS FUNDAMENTALES DE LA POBLACIÓN DESPLAZADA. 
 
En reiterada jurisprudencia la Corte Constitucional ha reconocido que la acción de tutela 
es un mecanismo judicial adecuado para la protección de los derechos fundamentales 
de las personas que tienen una condición especial, debido a las situaciones de 
indefensión y vulnerabilidad en que se encuentran al ser víctimas de desplazamiento 
forzado, debido a que otros medios de defensa judicial pueden resultar insuficientes 
para brindar protección eficaz ante las circunstancias de urgencia y apremio que enfrenta 
ésta población, en el supuesto de que dichas personas solo pueden considerarse como 
víctimas, soportando situaciones de violencia. 
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Bajo esa óptica es que resulta acertado que el Juez Constitucional proceda al amparo de 
los derechos que se afirma se encuentran vulnerados, si a ello hay lugar, pues ni la acción, 
ni el juez de tutela se instituyeron para soslayar los procedimientos administrativos y 
judiciales con que se cuenta ordinariamente, para por ésta vía desconocerlos, o para 
imponer a las entidades administrativas las decisiones que deben emitir, ya que éstas 
para hacerlo, se sujetan única y exclusivamente al imperio de la constitución y la ley, 
cuando de asuntos legales y trámites administrativos se trata, y bajo ese presupuesto sus 
decisiones vienen precedidas de los principio de legalidad y acierto. 
 
El Juez Constitucional debe entonces garantizar la protección de los derechos humanos 
de la población víctima del desplazamiento forzado, pues el Estado mediante leyes como 
lo es la denominada Ley 387 de 1997, adoptó medidas para la prevención del 
desplazamiento forzado, comprometiéndose a prestar atención, protección y estabilidad 
socioeconómica a los desplazados, de igual forma se tiene la Ley 1448 de 2011, la cual 
contempla medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del 
desplazamiento forzado.  
 
Ahora bien, conforme a lo pretendido por la tutelante en la presente acción, debe entrar 
el Despacho a estudiar lo relativo a la entrega de la indemnización por desplazamiento 
forzado, es así como se hará referencia a ciertos lineamientos jurisprudenciales, definidos 
por la Corte Constitucional en dicho sentido. 
 
En primer lugar, tenemos el hecho de que existe una solicitud ante le entidad 
correspondiente para el reconocimiento y consecuente pago de la indemnización por 
desplazamiento forzado, al respecto la Honorable Corte Constitucional a través de la 
Sentencia T-025 de 2004, hace referencia al Procedimiento a seguir cuando se reciban 
peticiones de desplazados, pues indica:  
 

i. Incorporar la solicitud en la lista de desplazados peticionarios,  
 

ii. Informarle al desplazado dentro del término de quince (15) 
días el tiempo máximo dentro del cual le dará respuesta a la 
solicitud;  

 
iii. Informarle dentro del mismo término si la solicitud cumple con 

los requisitos para su trámite, y en caso contrario, indicarle 
claramente cómo puede corregirla para que pueda acceder a 
los programas de ayuda;  

 
iv. Si la solicitud cumple con los requisitos, pero no existe la 

disponibilidad presupuestal, adelantará los trámites 
necesarios para obtener los recursos, determinará las 
prioridades y el orden en que las resolverá;  

 
v. Si la solicitud cumple con los requisitos y existe disponibilidad 

presupuestal suficiente, informará cuándo se hará efectivo el 
beneficio y el procedimiento se seguirá para que se reciba 
efectivamente.” 

 
De otro lado, tenemos la situación en la que mediante tutela el ciudadano que hace parte 
de la población desplazada, solicita el reconocimiento y pago de una indemnización, a lo 
cual hace referencia la Sentencia T - 197 de 2015 en la cual se hace alusión a dos clases 
de indemnizaciones contempladas en la Ley 1448 del 2011, pues a la letra se indica:  
 

“(vii) Para hacer efectivo el derecho a la reparación de las víctimas individuales y 
colectivas de delitos en general, así como de graves violaciones a los derechos 
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humanos y del desplazamiento forzado en particular, en este sentido, el 
ordenamiento ha previsto dos vías principales – judicial y administrativa.  
 
La reparación en sede judicial hace énfasis en el otorgamiento de justicia a 
personas individualmente consideradas, examinando caso por caso las 
violaciones. En esta vía se encuentra articulada la investigación y sanción de los 
responsables, la verdad en cuanto al esclarecimiento del delito, y las medidas 
reparatorias de restitución, compensación y rehabilitación de la víctima. Propia 
de este tipo de reparación judicial, es la búsqueda de la reparación plena del 
daño antijurídico causado a la víctima. 
 
La vía judicial puede adelantarse ya sea a través del incidente de reparación 
dentro del proceso penal adelantado contra el responsable del delito o ante la 
jurisdicción contencioso-administrativa a través de la acción de reparación 
directa. 
 
La reparación en sede administrativa, propia de contextos de justicia 
transicional, se adelanta a través de programas de carácter masivo, con los cuales 
se busca reparar a una gran cantidad de víctimas, atendiendo a criterios de 
equidad. En este ámbito, si bien se pretende una reparación integral, en cuanto 
comprende diferentes componentes o medidas de reparación, no es probable 
lograr una reparación plena del daño para cada víctima, ya que, a diferencia de 
la vía judicial, es difícil determinar con exactitud la dimensión, proporción o 
cuantía del daño sufrido. A cambio de esto, se ofrece una vía expedita que facilita 
el acceso de las víctimas a la reparación, por cuanto los procesos son rápidos y 
económicos y más flexibles en materia probatoria. 
 
Ambas vías deben estar articuladas institucionalmente, deben guiarse por el 
principio de complementariedad entre ellas, y deben garantizar en su conjunto 
una reparación integral, adecuada y proporcional a las víctimas.” (Subrayado 
fuera de texto). 

 
Por otra parte, la Ley 1448 de 2011 hace referencia a quienes deben recibir indemnización, 
y se evidencia de su redacción que dicho resarcimiento se encuentra subdividido en varias 
categorías como ya se indicó, sin embargo, en la norma citada y conforme a lo establecido 
en el artículo 25, se estableció qué personas tienen derecho a recibir una indemnización y 
las clases de indemnizaciones que en la materia existen: 
 

“ARTÍCULO 25. DERECHO A LA REPARACIÓN INTEGRAL. Las víctimas tienen 
derecho a ser reparadas de manera adecuada, diferenciada, transformadora y 
efectiva por el daño que han sufrido como consecuencia de las violaciones de 
que trata el artículo 3o de la presente Ley. La reparación comprende las medidas 
de restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no 
repetición, en sus dimensiones individual, colectiva, material, moral y simbólica. 
Cada una de estas medidas será implementada a favor de la víctima 
dependiendo de la vulneración en sus derechos y las características del hecho 
victimizante. 
 
PARÁGRAFO 1o. Las medidas de asistencia adicionales consagradas en la 
presente ley propenden por la reparación integral de las víctimas y se consideran 
complementarias a las medidas de reparación al aumentar su impacto en la 
población beneficiaria. Por lo tanto, se reconoce el efecto reparador de las 
medidas de asistencia establecidas en la presente ley, en la medida en que 
consagren acciones adicionales a las desarrolladas en el marco de la política 
social del Gobierno Nacional para la población vulnerable, incluyan criterios de 
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priorización, así como características y elementos particulares que responden a 
las necesidades específicas de las víctimas. 
 
No obstante, este efecto reparador de las medidas de asistencia, estas no 
sustituyen o reemplazan a las medidas de reparación. Por lo tanto, el costo o las 
erogaciones en las que incurra el Estado en la prestación de los servicios de 
asistencia, en ningún caso serán descontados de la indemnización administrativa 
o judicial a que tienen derecho las víctimas. 
 
PARÁGRAFO 2o. La ayuda humanitaria definida en los términos de la presente 
ley no constituye reparación y en consecuencia tampoco será descontada de la 
indemnización administrativa o judicial a que tienen derecho las víctimas.”  

 
En virtud a lo mencionado por la Corte Constitucional y las normas en cita, tenemos que de 
forma general, las personas en condiciones de desplazamiento son vulnerables, debido la 
violencia de la cual fueron objeto, es así como en razón a las situaciones aludidas tienen 
derecho a un trato diferenciado y a una protección especial, tal y como lo indica la Sentencia 
SU - 254 de 2013, en la cual se establece la responsabilidad del Estado de garantizar 
todas las medidas, tanto de atención como de reparación a la población desplazada y, 
en general a las víctimas de graves violaciones de derechos humanos, hasta el 
restablecimiento total y goce efectivo de sus derechos mínimos respecto al 
restablecimiento de los derechos de la población desplazada.  
 
 
DEL DERECHO DE PETICIÓN 
 
El derecho de petición es el mecanismo por excelencia, que tiene el ciudadano para 
poner en funcionamiento la administración pública, y obtener una pronta respuesta a los 
problemas que le aquejan y que corresponde a la administración pública en desarrollo 
de la función pública su resolución. 
 
La corte en sentencia T - 761 de 2005 en relación al derecho de petición indicó: 
 

“... reiteradamente la Corte Constitucional ha definido los componentes 
conceptuales básicos y mínimos del derecho de petición, señalando que dicho 
derecho fundamental comprende la posibilidad efectiva y cierta de elevar 
peticiones respetuosas ante los diferentes entes del poder público, facultad que 
está garantizada por la correlativa obligación impuesta a las autoridades de dar 
trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o 
iniciar las diligencias para dar la respuesta.  
 
El destinatario de la petición debe:  
 
a- Proferir una respuesta oportuna, dentro de los términos legales establecidos 

en el ordenamiento jurídico.  
 

b- Resolver de fondo lo solicitado, cuestión que exige a la autoridad 
referirse de manera completa a los asuntos planteados, excluyendo de 
plano las respuestas evasivas y  
 

c- comunicar prontamente lo decidido al peticionario, independientemente de 
que la respuesta sea positiva o negativa a sus pretensiones.” 

 
El derecho de petición consagrado en el Artículo 23 de la Constitución Política, ubicado 
dentro del Título II, Capítulo I, titulado “DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES”, es la 
facultad concedida a las personas para poner en actividad a la autoridad pública o 
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entidades privadas sobre un asunto o situación determinada, y como lo ha precisado el 
constitucionalista Dr. JACOBO PEREZ ESCOBAR, “(…) El derecho de petición es tan 
fundamental que sin él serían nugatorios todos los demás. Esto es un derecho que sirve 
de medio para hacer valer los demás cuando son desconocidos o vulnerados. De ahí su 
naturaleza especial (…)” 1 
 
De otro lado, la Ley Estatutaria del Derecho de Petición, Ley 1755 de 2015, establece los 
términos y parámetros en que deben ser resueltas las peticiones elevadas por los 
particulares, el artículo 14 de dicha normatividad es claro al establecer: 
 

“Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. 
Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá 
resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida 
a término especial la resolución de las siguientes peticiones: 

 
1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de 

los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado 
respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la 
respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya 
no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como 
consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes. 

 
2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en 

relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta 
(30) días siguientes a su recepción. 

 
Parágrafo. Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los 
plazos aquí señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, 
antes del vencimiento del término señalado en la ley expresando los motivos de la 
demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará 
respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto”. 

 
 
Nuevo término para resolver Peticiones con ocasión de la Emergencia generada por 
el COVID 19  
 
Una de las medidas de urgencia adoptadas por el Gobierno Nacional, para garantizar la 
atención y la prestación de los servicios por parte de las autoridades públicas y los 
particulares que cumplan funciones públicas, es la concerniente a la ampliación del 
término para responder derechos de petición.  
 
En efecto, durante la emergencia por el Covid-19 el gobierno nacional expidió el Decreto 
Legislativo 491 del 28 de marzo de 2020 que establece en su artículo 5:  
 

“Artículo 5. Ampliación de términos para atender las peticiones. Para las 
peticiones que se encuentren en curso o que se radiquen durante la vigencia de la 
Emergencia Sanitaria, se ampliarán los términos señalados en el artículo 14 de la 
Ley 1437 de 2011, así:  
 
Salvo norma especial toda petición deberá resolverse dentro de los treinta (30) días 
siguientes a su recepción.  
 
Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones:  
 
(i) Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse 

dentro de los veinte (20) días siguientes a su recepción.  
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(ii) Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en 

relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta y 
cinco (35) días siguientes a su recepción.” 

 
 
DEL DERECHO A LA IGUALDAD 
 
Frente al derecho a la igualdad de las víctimas del conflicto armado, ha manifestado la Corte 
Constitucional en Sentencia T 045 de 2010:  
 

“Las víctimas del conflicto armado interno, que además ostentan la calidad 
de desplazados, gozan de una protección constitucional reforzada. 3.1. El 
artículo 13 de la Constitución Política, en aras de garantizar el derecho 
a la igualdad de manera real y efectiva, señala la obligación, en cabeza 
del Estado, de adoptar medidas en favor de grupos discriminados o 
marginados y de proteger especialmente a aquellas personas que, por 
su condición económica, física o mental, se encuentran en 
circunstancias de debilidad manifiesta.  
 
De conformidad con este mandato constitucional, la jurisprudencia de esta 
Corporación ha señalado que, en el caso de las personas víctimas del 
conflicto armado interno, que además ostentan la calidad desplazados, 
debe darse un amparo especial por parte de las autoridades dadas sus 
condiciones de extrema vulnerabilidad.  
 
En tal sentido en la Sentencia T-025 de 2004 se sostuvo: “por las 
circunstancias que rodean el desplazamiento interno, las personas –en su 
mayor parte mujeres cabeza de familia, niños y personas de la tercera edad 
- que se ven obligadas “a abandonar intempestivamente su lugar de 
residencia y sus actividades económicas habituales, debiendo migrar a otro 
lugar dentro de las fronteras del territorio nacional” para huir de la violencia 
generada por el conflicto armado interno y por el desconocimiento 
sistemático de los derechos humanos o del derecho internacional 
humanitario, quedan expuestas a un nivel mucho mayor de vulnerabilidad, 
que implica una violación grave, masiva y sistemática de sus derechos 
fundamentales y, por lo mismo, amerita el otorgamiento de una especial 
atención por las autoridades: “Las personas desplazadas por la violencia se 
encuentran en un estado de debilidad que los hace merecedores de un 
tratamiento especial por parte del Estado”. En ese mismo orden de ideas, 
ha indicado la Corte “la necesidad de inclinar la agenda política del Estado 
a la solución del desplazamiento interno y el deber de darle prioridad sobre 
muchos otros tópicos de la agenda pública”, dada la incidencia 
determinante que, por sus dimensiones y sus consecuencias psicológicas, 
políticas y socioeconómicas, ejercerá este fenómeno sobre la vida nacional. 

 
 
DEL DERECHO AL DEBIDO PROCESO 
 
 Al respecto menciona la sentencia T 286 de 2018 de la Corte Constitucional: 
 

“La Constitución Política de 1991 reconoce un conjunto de garantías a favor del 
individuo incurso en una actuación judicial o administrativa, que busca la protección 
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efectiva de sus derechos y el ejercicio de una justicia legitima. En palabras de esta 
Corporación se dijo que el derecho al debido proceso –Artículo 29 Superior– “tiene 
como propósito específico ‘la defensa y preservación del valor material de la justicia, 
a través del logro de los fines esenciales del Estado, como la preservación de la 
convivencia social y la protección de todas las personas residentes en Colombia en 
su vida, honra, bienes y demás derechos y libertades públicas”. 
  
Este derecho fundamental, por un lado, impone a la autoridad judicial y/o 
administrativa la obligación de observar, en todos sus actos, el procedimiento 
previamente establecido en el ordenamiento jurídico y, por el otro, garantiza el 
acceso a la administración de justicia. 
  
Al respecto, en diferentes pronunciamientos, el Alto Tribunal Constitucional sostuvo 
que dentro de las garantías que hacen parte del debido proceso, se encuentra los 
siguientes derechos: (i) a la jurisdicción; (ii) al juez natural; (iii) a la defensa; (iv) a un 
proceso público; (v) a la independencia del juez; (vi) a la independencia e 
imparcialidad del juez o funcionario; y (vii) el principio de publicidad. 
  
32. Ahora bien, las garantías que integran este derecho son de estricto cumplimiento 
en todo tipo de actuaciones, en la medida que constituyen un presupuesto para la 
realización de la justicia como valor superior del ordenamiento jurídico. 
  
Conforme con lo anterior, la Sala solo se pronunciará sobre el derecho a la defensa y 
el principio de publicidad, como manifestación de justicia.  
  

 
Del procedimiento para acceder a la indemnización administrativa  
 
La Resolución 1049 de 2019 de la UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y LA REPARACIÓN 
INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS, establece el procedimiento para reconocer y otorgar la 
indemnización por vía administrativa y se crea el método técnico de priorización, en 
los siguientes términos: 
 

“Artículo 3. Alcance del procedimiento. La medida de indemnización será otorgada a 
las víctimas que la hayan solicitado de acuerdo con el procedimiento establecido en la 
presente resolución y que, para la fecha de su reconocimiento, se encuentren con estado 
incluido en el Registro Único de Víctimas (RUV) por los siguientes hechos victimizantes: 

 
a. Homicidio,  
b. Desaparición forzada,  
c. Secuestro, 
d. Delitos contra la libertad e integridad sexual,   
e. Lesiones que no generaron incapacidad permanente,  
f. Lesiones que generaron incapacidad permanente,  
g. Reclutamiento forzado de menores de edad,  
h. Tortura o tratos inhumanos o degradantes, y  
i. Desplazamiento forzado interno con relación cercana y suficiente al conflicto armado. 

 
Artículo 4. Situaciones de urgencia manifiesta o extrema vulnerabilidad. Para los 
efectos del presente acto administrativo se entenderá que una víctima, individualmente 
considerada, se encuentra en urgencia manifiesta o extrema vulnerabilidad cuando se 
acredite: 

 
A. Edad. Tener una edad igual o superior a los setenta y cuatro (74) anos. El presente 

criterio podrá ajustarse gradual y progresivamente por la Unidad para las Víctimas, 
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de acuerdo al avance en el page de la indemnización administrativa a este grupo 
poblacional. 

 
B. Enfermedad. Tener enfermedad (es) huérfanas, de tipo ruinoso, catastrófico o de 

alto costo definidas come tales por el Ministerio de Salud y Protección Social. 
 

C. Discapacidad. Tener discapacidad que se certifique bajo los criterios, 
condiciones e instrumentos pertinentes y conducentes que establezca el 
Ministerio de Salud y Protecci6n Social o la Superintendencia Nacional de Salud.
 · 

 
Parágrafo 1. Si con posterioridad a la presentación de la solicitud de indemnizaci6n 
una víctima advierte que cumple alguna de las situaciones definidas en los literales B 
y C del presente artículo, deberá informarlo a la Unidad para la Atención y Reparación 
Integral a las Víctimas para ser priorizada en la entrega de la indemnizaci6n. 

 
Parágrafo 2. Las víctimas residentes en el exterior podrán acreditar la discapacidad, 
dificultad del desempeño y/o enfermedad(es) huérfanas, ruinosas, catastr6ficas o de 
alto costo, a través de cualquier documento suscrito por el profesional de la salud 
tratante que sea válido en el país extranjero. La documentaci6n que se aporte a la 
Unidad para las Víctimas, para los fines descritos en el presente parágrafo, deberá 
traducirse por el aportante en el idioma español o inglés. 

 
Artículo 5. Deber de participaci6n de las víctimas en el procedimiento. El acceso a 
la medida de indemnización administrativa requiere el agotamiento del procedimiento 
establecido por la Unidad para las Víctimas, por lo que las víctimas serán responsables 
de aportar la informaci6n solicitada en las diferentes fases del procedimiento. 
 
Artículo 6. Fases de/ procedimiento para acceso a la inilemnizaci6n 
administrativa. El procedimiento para el acceso de .la indemnizaci6n administrativa se 
aplicará para todas las solicitudes que se eleven con posterioridad a la entrada en 
vigencia del presente acto administrativo y se desarrollará en cuatro fases, así: 

 
a) Fase de solicitud de indemnización administrativa. 
b) Fase de análisis de la solicitud. 
c) Fase de respuesta de fondo a la solicitud. 
d) Fase de entrega de la medida de indemnización. 

 
Artículo 7. Fase de solicitud de indemnizaci6n para victimas residentes en el 
territorio nacional. Las víctimas residentes en el territorio nacional que a la entrada en 
vigencia de la presente resoluci6n no hayan presentado solicitud de indemnizaci6n, 
deberán hacerlo de manera personal y voluntaria, así: 

 
a) Solicitar el agendamiento de una cita a través de cualquiera de los canales de 

atención y servicio al ciudadano dispuestos por la Unidad para las Víctimas. Al 
agendarse la cita, la Unidad para las Víctimas informara y orientara a la víctima 
acerca del procedimiento previsto en el presente acto administrativo, así como de 
los documentos conducentes y pertinentes que deben presentar para cada caso. 

 
b) Acudir a la cita en la fecha y hora señalada, y adicionalmente: 

 
1. Presentar la solicitud de indemnizaci6n con la documentaci6n requerida según 

el hecho victimizante por el cual se solicita la indemnizaci6n administrativa. 
 

2. En caso de no presentar la documentaci6n solicitada, la víctima deberá 
completarla, para lo cual, la Unidad para las Víctimas concederá una nueva cita. 
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3. Una vez se haya presentado la totalidad de la documentaci6n requerida, la 

víctima debe diligenciar el formulario de la solicitud de indemnizaci6n 
administrativa, en conjunto con la Unidad para las Víctimas y de manera 
exclusiva con el talento humano que se disponga para tal efecto. 

 
Solo hasta que se haya diligenciado el formulario de la solicitud de indemnizaci6n, se 
entenderá completa la solicitud y se entregara a la víctima un radicado de cierre. 
 
Parágrafo 1. Cuando la víctima no pueda acudir a un punto presencial para entregar la 
documentaci6n y efectuar el diligenciamiento conjunto, la Unidad para las Víctimas 
dispondrá del canal telef6nico o virtual, así como de jornadas m6viles, cuyas fechas 
serán oportunamente divulgadas. 

 
 

Artículo 9. Clasificación de las solicitudes de indemnización. Una vez diligenciado 
el formulario de solicitud y entregado el radicado de cierre a la víctima, la Unidad para 
las Víctimas clasificara las solicitudes en: 
a) Solicitudes prioritarias: Corresponde a las solicitudes en las que se acredite 

cualquiera de las situaciones previstas en el artículo 4 del presente acto 
administrativo. 
 

b) Solicitudes Generales: Corresponde a las solicitudes que no acrediten alguna 
situación de extrema urgencia y vulnerabilidad. 
 
Parágrafo: Cuando las solicitudes de indemnización administrativa contengan 
documentos presuntamente falsos, la Unidad para las Víctimas pondrá en 
conocimiento de esta situación a la Fiscalía General de la Nación para lo de su 
competencia. 
 

Artículo 10. Fase de análisis de la solicitud. Se trata de una fase en la cual se analizará 
en los diferentes registros administrativos   la   identificación   de   la   víctima    solicitante, 
la   información    sabre indemnizaciones reconocidas   con anterioridad, las soportes 
que acrediten la situación de urgencia   manifiesta o extrema vulnerabilidad, así como 
los demás   documentos   pertinentes   y conducentes   para   resolver   la solicitud. 

 
Adicionalmente a lo anterior, se verificará: 

 
a) La conformación del hogar y que su inclusión en el Registro Unicode Víctimas 

guarde relación cercana y suficiente con el conflicto armada 1 cuando la solicitud 
trate sabre desplazamiento forzado. 
 

b) El parentesco de los destinatarios de la indemnización, respecto de la víctima 
directa, de acuerdo con la normatividad aplicable a la solicitud, cuando la solicitud 
trate sabre hechos victimizantes de homicidio y desaparición forzada. 
 

c) La acreditación de las lesiones personales que generaron discapacidad o 
incapacidad en caso de los hechos victimizantes de lesiones que no generaron 
incapacidad permanente, lesiones que generaron incapacidad permanente, 
atentados, actos terroristas, combates y/o hostigamientos, tortura o tratos 
inhumanos o degradantes y accidentes sufridos par MAP/MUSE/ AEI. 
 
Parágrafo: Si durante la fase de análisis de la solicitud se concluye que la víctima se 
encuentra en una situación de urgencia manifiesta o extrema vulnerabilidad, 
conforme a lo previsto en el artículo 4 de la presente resolución, se priorizara el 
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pago de la medida en su favor, sin que, para ello, dicha medida se haga extensiva 
a las demás personas que hagan parte de la solicitud. 
 

Artículo 11. Fase de respuesta de fondo a la solicitud. Se trata de la fase en la cual la 
Unidad para las Víctimas resolverá de fondo sabre el derecho a la indemnización. Una 
vez se entregue a la víctima solicitante el radicado de cierre de la solicitud en los 
términos del artículo 7, la Unidad para las Víctimas contará con un término de ciento 
veinte (120) días hábiles para resolver de fondo la solicitud, al cabo de lo cual, la 
Dirección Técnica de Reparación deberá emitir un acto administrativo motivado en el 
cual se reconozca o se niegue la medida. 

 
La materialización de la medida tendrá en cuenta la disponibilidad presupuestal que 
tenga la Unidad para las Víctimas, además de la clasificación de las solicitudes de 
indemnización de las que habla el artículo 9 de la presente resolución. 
 
En caso de que proceda el reconocimiento de la indemnización, también deberán 
definirse en su parte resolutiva las mantas, distribuciones y reglas que establecen en los 
artículos 2.2.7.3.4., 2.2.7.3.5., 2.2.7.3.9., 2.2.7.3.14., y 2.2.7.4.10. del Decreto 1084 de 
2015 y la presente resolución, o las normas que las modifiquen. 
 
Esta decisión deberá notificarse a la víctima, frente a la cual, procederán los recursos en 
las términos y condiciones establecidos en la Ley 1437 de 2011. 
 
Parágrafo. Tratándose de víctimas de desplazamiento forzado interno, la distribución 
de la indemnización administrativa se realizará entre las integrantes del hogar que se 
encuentren incluidos en el Registro Único de Víctimas al momento del cierre de la 
solicitud. 
 
Artículo 12. Suspensión del término para resolver la solicitud de indemnizaci6n 
administrativa. Los términos previstos en el artículo anterior se entenderán suspendidos 
cuando la Unidad para las Víctimas constate, después de la fase de análisis, que la 
solicitud de indemnización no está soportada con la documentación necesaria para 
adoptar una decisión de fondo y comunique a la víctima solicitante, a través de cualquier 
canal de atención, la información o documentación que debe allegar para subsanar o 
corregir la solicitud. 
 
Artículo 13. Causales de negativa de la indemnizaci6n administrativa. La solicitud 
de indemnización administrativa podrá ser negada en las siguientes circunstancias: 

 
a) No tener estado "incluido" en el Registro Único de Víctimas. 

 
b) Cuando la inclusión en el Registro Único de Víctimas para el desplazamiento 

forzado no guarde relación cercana y suficiente con el conflicto armada interno. 
 

c) Haber recibido el límite de indemnización a que se refiere el parágrafo 2 del 
artículo 2.2.7.3.4 del Decreto 1084 de 2015. 
 

d) La víctima de atentados, actos terroristas, combates y/o hostigamientos, o 
accidentes sufridos par MAP/MUSE/AEI, no acredito la existencia de lesiones 
personales que hubiesen generado o no discapacidad, o incapacidad. 
 

e) La persona solicitante se encuentra fallecida de acuerdo a los registros 
administrativos de la Registraduría Nacional del Estado Civil. 
 

f) Cuando no se acredite la calidad de destinatario con igual o mejor derecho. 
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g) El solicitante no acredito el parentesco respecto de la víctima directa, en los 
casos de homicidio y desaparición forzada, a que hace referencia el artículo 
2.2.7.3.5. del Decreto 1084 de 2011. 
 

h) Cuando la solicitud realizada sea contraria a la Constitución Política y/o a la Ley. 
 

Artículo 14. Fase de Entrega de la indemnización. En el caso que proceda el 
reconocimiento de la indemnización y la víctima haya acreditado alguna de las 
situaciones de urgencia manifiesta o extrema vulnerabilidad referidas en el artículo 4 del 
presente acto administrativo, se priorizara la entrega de la medida de indemnizaci6n, 
atendiendo a la disponibilidad presupuestal de la Unidad para las Víctimas. 
 
En caso que los reconocimientos de indemnizaci6n en estas situaciones de urgencia 
manifiesta o extrema vulnerabilidad superen el presupuesto asignado a la Unidad para 
las Víctimas en la respectiva vigencia, el pago de la medida se hará efectivo en la 
siguiente vigencia presupuestal. En el tránsito entre vigencias presupuestales no se 
modificará el orden o la colocaci6n de las víctimas priorizadas en las listas ordinales que, 
se posicionaran en la medida que obtengan firmeza los actos administrativos que 
reconocen la medida de indemnizaci6n y ordenan su pago. 
 
En los demás casos donde haya procedido el reconocimiento de la indemnizaci6n, el 
orden de priorizaci6n para la entrega de la medida de indemnizaci6n se definirá a través 
de la aplicaci6n del método técnico de priorizaci6n. La entrega de la indemnizaci6n se 
realizará siempre y cuando haya disponibilidad presupuestal, luego de entregar la 
medida en los términos del inciso primero del presente artículo. 
 
En todos los casos que proceda la entrega de la indemnizaci6n, la Unidad para las 
Víctimas comunicara a la víctima solicitante acerca del periodo de que dispone para 
hacer efectivo el pago de la medida de indemnizaci6n. 
 
Parágrafo: La Unidad para las Víctimas podrá entregar prioritariamente una segunda 
indemnizaci6n a las víctimas que hayan sufrido más de un hecho victimizante, siempre y 
cuando se trate de una solicitud prioritaria y exista disponibilidad presupuestal. Para las 
solicitudes generales, la entrega de una segunda indemnizaci6n por otro hecho, estará 
sujeta a que se haya entregado la medida a todas las víctimas al menos una vez. 
 

 
Del Método Técnico de Priorizaci6n 
 
Artículo 15. Método Técnico de Priorizaci6n. Crease el Método Técnico de 
Priorizaci6n conforme a lo dispuesto en el artículo 1 del presente acto administrativo y 
adáptese a través del anexo técnico que hace parte integral de la presente resoluci6n. 
 
Artículo 16. Definici6n del Método Técnico de Priorizaci6n. El Método es un 
proceso técnico que determina los criterios y lineamientos que debe adoptar la 
Subdirecci6n de Reparaci6n Individual para determinar la priorizaci6n anual del 
desembolso de la indemnizaci6n administrativa. 
 
Artículo 17. Objeto del Método Técnico de Priorizaci6n. El Método tiene coma 
objetivo generar unas listas ordinales que indicaran la priorizaci6n para el desembolso 
de la medida de indemnizaci6n administrativa y se aplicara anualmente para la 
asignaci6n de los turnos de pago de manera proporcional a los recurses apropiados en 
la respectiva vigencia fiscal para tal fin, de conformidad con el Marco de Gasto de 
Mediano Plaza del Sector. 
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DEL DERECHO A LA REPARACIÓN INTEGRAL 
 
En sentencia C 344 de 2017, la Corte Constitucional manifestó: 
 

“La jurisprudencia constitucional ha entendido que los derechos a la verdad, a la 
justicia y a la reparación están estrechamente relacionados y son interdependientes, 
a tal punto que la protección de alguno contribuye a la realización de los otros. Así, 
tratándose del derecho a la reparación integral, haciendo suyas las consideraciones 
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, ha sostenido la Corte 
Constitucional que: “Es de reiterar que la jurisprudencia de la [Corte IDH] ha 
destacado la conexión intrínseca existente entre el derecho a la reparación y el 
derecho a la verdad y a la justicia, señalando en reiteradas oportunidades que el 
derecho de las víctimas a conocer lo que sucedió, a conocer los agentes de los 
hechos, a conocer la ubicación de los restos de sus familiares, así como también el 
derecho a la investigación de los respectivos hechos y la sanción de los responsables, 
hace parte de la reparación integral de las víctimas y constituye un derecho que el 
Estado debe satisfacer a las víctimas, a sus familiares y a la sociedad como un todo”. 
 

 
DEL DERECHO A LA VIDA DIGNA DE VÍCTIMAS DEL CONFLICTO ARMADO 
 
A este respecto se ha pronunciado la Corte Constitucional en reiterada jurisprudencia, 
indicando que el Estado tiene el deber de promocionar condiciones de vida dignas para 
todas las personas, y la solución de las desigualdades reales que se presentan en la 
sociedad, y respecto de las personas víctimas del conflicto armado, el Gobierno Nacional y, 
en general, las autoridades, deben prevenir la ocurrencia de nuevos hechos y garantizar la 
asistencia oportuna y completa de quienes ya lo padecieron. 
 
 

La condición de víctima del conflicto armado interno exige acciones 
específicas y concretas por parte del Estado en la prestación de los servicios 
de salud. 4.1. Tal como lo ha señalado de manera reiterada esta 
Corporación, el hecho de que Colombia sea un Estado Social de Derecho 
le imprime un sentido, un carácter y unos objetivos específicos a la 
organización estatal en su conjunto, que resulta –en consecuencia- 
vinculante para las autoridades, quienes deben guiar su actuación hacia el 
logro de los cometidos particulares propios de tal sistema: la promoción de 
condiciones de vida dignas para todas las personas, y la solución de las 
desigualdades reales que se presentan en la sociedad, con miras a instaurar 
un orden justo. Así mismo, las autoridades están obligadas -por los medios 
que estimen conducentes – a corregir las visibles desigualdades sociales, a 
facilitar la inclusión y participación de sectores débiles, marginados y 
vulnerables de la población en la vida económica y social de la nación, y a 
estimular un mejoramiento progresivo de las condiciones materiales de 
existencia de los sectores más deprimidos de la sociedad.  
 
4.2. En el caso de las personas víctimas del conflicto armado, que además 
han tenido que desplazarse de su territorio para poder sobrevivir, esta 
Corporación ha establecido que dada la masiva, compleja, sistemática y 
continuada violación de los derechos fundamentales de este sector 
poblacional, el Gobierno Nacional y, en general, las autoridades públicas, 
deben tomar medidas tendientes tanto a la prevención de la ocurrencia de 
nuevos hechos como a la asistencia oportuna y completa de quienes ya los 
padecieron. 
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DEL DERECHO AL MÍNIMO VITAL DE VÍCTIMAS DEL CONFLICTO ARMADO 
 

En asunto similar al aquí estudiado, la Corte Constitucional en 
sentencia T 386 de 2018 
 

“Frente al caso objeto de estudio, este Tribunal considera que la acción de tutela es 
el mecanismo judicial idóneo para garantizar el goce efectivo de los derechos 
fundamentales invocados por la demandante, pues si bien existe otro mecanismo 
judicial para obtener el pago de la indemnización administrativa ya reconocida, en el 
asunto sometido a decisión, el mismo carece de la entidad suficiente para dar una 
respuesta oportuna, completa e integral frente a la situación expuesta por la 
accionante. En primer lugar, por la gravedad extrema en la que se encuentra, ya 
que se trata de una víctima del conflicto armado, con escasos recursos económicos, 
que viene padeciendo quebrantos en salud, y que no cuenta con un trabajo ni con 
ingresos económicos que le permitan cubrir su mínimo vital. Y, en segundo 
lugar, porque en virtud de los principios de inmediatez, eficacia y prevalencia del 
derecho sustancial que identifican al amparo constitucional, no es posible exigir el 
agotamiento previo de las vías ordinarias, pues en tratándose de la población víctima 
del conflicto armado prevalece la necesidad de asegurar la realización efectiva de sus 
derechos, sobre todo cuando, como ocurre en el sub-judice, la actora viene 
esperando una solución definitiva desde el 29 de enero de 2016 y varias veces ha 
visto que se difiere el pago a que tiene derecho por cuestiones de carácter 
administrativo.” 

 
 
EL CASO EN CONCRETO. 
 
En cuanto al requisito de subsidiariedad 
 
Toda vez que la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha sido enfática en establecer 
que la acción de tutela es el mecanismo de defensa idóneo para salvaguardar el derecho 
fundamental de petición teniendo en cuenta que no existe en el ordenamiento jurídico 
un procedimiento especial para tal finalidad, se entiende que la presente acción cumple 
el requisito de subsidiariedad para proceder a su análisis, máxime cuando, respecto de 
los demás derechos invocados, la situación médica del accionante, el hecho de que  sea 
víctima de desplazamiento forzado, que sea cabeza de familia y se encuentre 
desempleado, y que de acuerdo con el reporte del RUAF que se relaciona a continuación 
y que demuestra que pertenece al régimen subsidiado, son argumentos suficientes para 
establecer la existencia de un perjuicio irremediable, y en consecuencia, que el 
mecanismo administrativo con el que cuenta para acceder al pago de la Indemnización 
que además ya le fue concedida por cumplir el lleno de los requisitos, no es lo 
suficientemente idóneo para restablecer su estado de vulnerabilidad.  
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En cuanto al requisito de inmediatez 
 
De otro lado, toda vez que la norma y la jurisprudencia exigen igualmente el 
cumplimiento del requisito de inmediatez, y teniendo en cuenta que la petición cuya 
respuesta requiere la accionante data del 30 de septiembre de 2020 y la fecha en que se 
acudió al juez constitucional fue el 7 de diciembre de 2020, se considera plenamente 
satisfecho el presente requisito, teniendo en cuenta que la entidad emitió respuesta el 
30 de octubre de 2020, indicando que se concedía la indemnización, pero negando la 
Ruta de Priorización.  
 
 
De los derechos invocados 
 
Pese a que en principio podría el despacho mencionar que la entidad emitió respuesta de 
fondo al accionante y en tal sentido no se encuentra vulneración alguna al derecho de 
petición del accionante, lo cierto es que en lo que a los demás derechos invocados respecta, 
se evidencia una flagrante vulneración de los mismos por cuanto: 
 
El accionante es una persona de la tercera edad que cuenta actualmente con 69 años, como 
se puede observar en la copia de su cédula de ciudadanía, ya que nació el 6 de julio de 
1951, por consiguiente, además de ser víctima del conflicto armado, es sujeto de especial 
protección constitucional por pertenecer a la tercera edad. 

 
Puso en conocimiento de la accionada su diagnóstico de Diabetes Mellitus Tipo 2 y 
Luxación de Hombro Derecho, y aunque le asiste razón a la accionada al mencionar que 
dicho diagnóstico no se encuentra enlistado en la Resolución 3974 de 2009 sobre 
enfermedades catastrófica o de alto costo ni en la Resolución No. 5265 de 2018 sobre 
enfermedades huérfanas, ambas expedidas por el Ministerio de Salud y Protección Social, 
pues únicamente esta última alude a otros tipos de diabetes, no la padecida por el 
accionante; (lo que vislumbra que no hay vulneración al debido proceso), lo cierto es que 
tal diagnóstico, aunado al hecho de ser de la tercera edad, lo excluyen del mercado laboral 
y por ende, de la posibilidad de satisfacer su mínimo vital y el de su familia y en 
consecuencia, de disfrutar una vida en condiciones dignas. 

 
Enfermedades Huérfanas Resolución 5265 de 2018 

 

 
 

Así las cosas, y de conformidad con la jurisprudencia estudiada, considera el despacho que 
le asiste derecho al accionante al pago de la indemnización administrativa que le fue 
concedida mediante Resolución 04102019-485604, no obstante, no le es dable a la 
entidad, imponerle al accionante, que además de haber sido desplazado forzosamente en 
2015, tenga que seguir esperando el pago de la misma, cuando ya ha tenido que esperar 
5 años, por consiguiente, que la accionada le indique que durante el primer semestre de 
2021 se agendará una fecha para recibir dicho pago, es imponerle al administrado una 
carga que no está en condiciones de soportar y vulnera abiertamente sus derechos a la vida 
digna y el mínimo vital, por lo explicado por la Corte Constitucional en sentencia T 386 de 
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2018, esto es, por la gravedad extrema en la que se encuentra, ya que se trata de una 
víctima del conflicto armado, con escasos recursos económicos, que viene padeciendo 
quebrantos en salud, y que no cuenta con un trabajo ni con ingresos económicos que le 
permitan cubrir su mínimo vital. Y, en segundo lugar, porque en tratándose de la población 
víctima del conflicto armado prevalece la necesidad de asegurar la realización efectiva de 
sus derechos. 
 
En consecuencia, procederá el despacho a tutelar los derechos fundamentales del 
accionante al mínimo vital y la vida digna y ordenará a la accionada, que en el término de 
DIEZ (10) DÍAS, contados a partir de la notificación de la presente providencia, proceda 
a pagar al señor NILFARIDES FONTALVO DE DE LA CRUZ, la indemnización 
administrativa que le fuera reconocida en Resolución 04102019-485604 y preste el 
acompañamiento al que haya lugar para evitar que dicho cobro pueda dilatarse. 
 

 
DECISIÓN 

 
En razón y mérito de lo expuesto, el JUZGADO TREINTA Y TRES LABORAL DEL 
CIRCUITO DE BOGOTÁ D. C., administrando justicia en nombre de la República de 
Colombia y mandato de la Constitución, 
 
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamentales al MÍNIMO VITAL y la VIDA DIGNA 
de NILFARIDES FONTALVO DE LA CRUZ, identificado con la cédula de ciudadanía No. 
26.825.371, por las razones expuestas. 
 
SEGUNDO: ORDENAR a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y 
Reparación Integral a las Víctimas, a través de su representante legal o de quien haga sus 
veces, que en el término máximo de los diez (10) días siguientes contados a partir de la 
notificación de esta sentencia, realice el pago efectivo de la indemnización administrativa 
reconocida a favor del señor NILFARIDES FONTALVO DE LA CRUZ, y preste el 
acompañamiento al que haya lugar para evitar que dicho cobro pueda dilatarse. 
 
TERCERO: NOTIFICAR a las partes de conformidad con lo dispuesto en el artículo 30 
del Decreto 2591 de 1991. 
 
CUARTO: REMITIR el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual 
revisión, en el evento de no ser impugnado el fallo; de lo contrario, deberá enviarse el 
expediente al Honorable Tribunal Superior de Bogotá, para que sea sometida a reparto 
entre los Magistrados de todas y cada una de las Salas que lo conforman. 
 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 
 
 
 

JULIO ALBERTO JARAMILLO ZABALA 
JUEZ 
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